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Rasgos generales

Uno de los acontecimientos de mayor relevancia para Extremadura en 2002
fue el acuerdo alcanzado entre el Presidente del Ejecutivo regional y el Ministro
de Hacienda en febrero, merced al cual la Comunidad extremefia pasa a ser la pri-
mera en asumir el nuevo modelo de financiacién autonémica, en contraste con su
rechazo a los sucesivamente vigentes durante los dos quinquenios anteriores. El
acuerdo propicié la aprobacién, unos meses después, de la Ley 28/2002, de 1 de
julio, de cesidn de tributos estatales a la Comunidad Auténoma, que retrotrae sus
efectos al 1 de enero del mismo afio. El citado texto legal modificé primer parra-
fo de la Disposicién Adicional Primera del Estatuto de Autonomia, donde se
determina la «cesta» de tributos cuyo rendimiento se cede por el Estado.

La cesién comprende el 33% del IRPE, el 35% del IVA, el 40% de los Im-
puestos Especiales sobre la Cerveza, sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, sobre
Productos Intermedios, sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, sobre Hidro-
carburos y sobre las Labores del Tabaco, asi como el 100 % de los Impuestos sobre
el Patrimonio, sobre Sucesiones y Donaciones y sobre Transmisiones Patri-
moniales y Actos Juridicos Documentados, de los Tributos sobre el Juego, de los
Impuestos Especiales sobre la Electricidad y sobre Determinados Medios de
Transporte, y del Impuesto sobre las Ventas Minoristas de Determinados
Hidrocarburos. Junto al hecho mismo de la cesién, que se ajusta al patrén general
disefiado por la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, reguladora de las medidas fis-
cales y administrativas del nuevo sistema de financiacién de las Comunidades
Auténomas de régimen comiin y Ciudades con Estatuto de Autonomia, es de
destacar la liquidacién de las sumas adeudadas por el Estado a la Comunidad
Auténoma desde 1997, afio a partir del cual, y hasta el final de 2001, se vino entre-
gando a cuenta el 98 % de las cifras globales. La liquidacién ha supuesto un mon-
tante de 231,4 millones de euros.

El total de los diversos conceptos financieros alcanza los 1.156 millones de
euros para Extremadura en 2002, un 17,46 % mais que en el ejercicio anterior, a los
que se unen los 913,5 millones adicionales previstos en el acuerdo de diciembre de
2001 sobre traspaso de los servicios sanitarios. Conforme al nuevo modelo, la Co-
munidad extremefia pasa a sostenerse en un 37 % con recursos generados en su
propio territorio, absorbe el 51 % de los fondos relacionados con la densidad de
poblacién, y se nutre de la partida de renta relativa beneficidndose de las modula-
ciones destinadas a zonas que se hallen por debajo del 70% de la media espafiola.
A todo ello hay que afiadir que Extremadura ejercié ya en 2002 las competencias
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normativas atribuidas por el Estado sobre los tributos cedidos, y también intro-
dujo cambios en buena parte de los tributos propios. Ambas cosas se hicieron
mediante la Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad
Auténoma de Extremadura, disposicién sobre la que se volverd mis adelante.

De no menor significacién, el 1 de enero se hizo efectivo el traspaso de los ser-
vicios en materia de sanidad, segin los términos previamente convenidos con el
Estado durante el mes anterior. Ello ha dado pie a una intensa actividad de la
Comunidad Auténoma a largo del afio, tanto de organizacidn del propio servicio
como, sobre todo, de consolidacién y mejora de las infraestructuras sanitarias en
la regién, finalidad esta dltima para la que se habilitaron en diciembre recursos
financieros adicionales a través de medidas legales especificas, que serdn resefiadas
en el apartado sobre ejercicio de competencias legislativas.

Continuando con la dindmica de traspasos, a finales de afio comenzaron los
trimites para formalizar el correspondiente a las competencias ejecutivas sobre
medios materiales y personal no jurisdiccional al servicio de la Administracién de
Justicia. Tras una primera reunién, en octubre, del titular de Administraciones
Pdblicas con el Presidente autonémico y la Consejera de Presidencia, en diciem-
bre se constituyé la Ponencia Técnica entre la Junta de Extremadura y el referido
Ministerio para negociar la transferencia. La Comunidad Auténoma ha manifes-
tado la disposicién a asumir el traspaso, aunque matizando que ademis del coste
efectivo de los distintos capitulos presupuestarios es precisa la financiacién adi-
cional que estd suponiendo el desarrollo del pacto de Estado para la reforma de la
Justicia.

2002 se caracterizd, en otro terreno, por la litigiosidad entre el Estado y la
Comunidad Auténoma. Al cruce de recursos de inconstitucionalidad de los eje-
cutivos regional y central se sumé el formalizado por la Asamblea legislativa
extremefia frente a determinados preceptos de la Ley Orgénica de Universidades,
lo que no impidid, sin embargo, que la Junta de Extremadura desistiera de sus
diversas impugnaciones pendientes contra las leyes del anterior modelo de finan-
ciacién autondmica, gracias al mencionado acuerdo de aceptacién del actual,
como quedari expuesto en el apartado sobre conflictividad. Y en cuanto a la dini-
mica institucionai prosiguieron durante el afio las controversias iniciadas en 2001
con el rechazo del Consejo General del Poder Judicial a la terna presentada por la
Asamblea de Extremadura para la designacién de un magistrado de la Sala Civil y
Penal del Tribunal Superior de Justicia, y con la puesta en marcha de la televisién
regional, sobre las que posteriormente se ofrecerin mayores detalles.

En clave estrictamente regional, uno de los focos de atencién ha sido la pro-
puesta patrocinada por el Alcalde de Mérida (del PP) de dotar a la ciudad de un
Estatuto de Capitalidad, mediante la aprobacién de una ley de la Asamblea que
conllevaria la ubicacién de todos los 6rganos regionales en Mérida y la asignacién
anual, con cargo al presupuesto de la Comunidad Auténoma, de 3 millones de
euros al municipio, en compensacién a los gastos que de ello se derivarfan.
Ademds de las reacciones de otras ciudades extremeiias solicitando para sf la capi-
talidad, en el debate sobre la propuesta ha terciado la Junta de Extremadura sefia-
lando que la condicién de capital autonémica asignada estatutariamente a Mérida
no es inamovible, y que no debe admitirse un trato discriminatorio a ninguna
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localidad, mientras que el Ministerio de Administraciones Puablicas ha manifesta-
do no ver motivos para trasladar la Delegacién del Gobierno, actualmente radi-
cada en la ciudad de Badajoz. En esta linea, la Asamblea de Extremadura rechazé
en diciembre la toma en consideracién de una Proposicién de ley sobre el Esta-
tuto de Capitalidad de Mérida, presentada por los Diputados de IU.

Por otro lado, y siguiendo con acontecimientos relevantes acaecidos en la
region, las fuerzas politicas con representacidn en la Cimara legislativa extreme-
fia seleccionaron a sus candidatos respectivos a la Presidencia de la Comunidad
Auténoma, con vistas a los comicios del préximo afio. En cuanto al PSOE (cuya
normativa permite que no se celebren primarias en las Comunidades gobernadas

- por socialistas que opten a la reeleccién), el Presidente autonémico acepté en
Mérida, en una rueda de prensa en mayo junto al Secretario General del Partido
Socialista, la peticién que éste le habia efectuado previamente para que concurra
de nuevo como candidato a la Presidencia de la Junta de Extremadura en las elec-
ciones de mayo de 2003.

Por su parte, el Presidente regional del PP, tras su reeleccién como tal en sep-
tiembre durante el VIII Congreso de esta formacidn en Extremadura, fue designa-
do en octubre candidato a la Presidencia de la Comunidad Auténoma por el Co-
mité Electoral Nacional de su partido, a propuesta de los érganos locales del
mismo. Finalmente, el Comité Regional de Izquierda Unida proclamé al Coor-
dinador General de la coalicién en la Comunidad como candidato a la Presidencia
autonémica, siendo destacable ademds el pacto entre esta misma formacién politi-
ca'y SIEX (Socialistas Independientes de Extremadura) para presentar mis de 190
candidaturas conjuntas en los comicios municipales y autonémicos de 2003.

Junto a lo ya sefialado, quiza otras dos cuestiones merezcan destacarse en una
valoracién de conjunto: la acogida del Decreto-ley de reforma laboral dictado por
el Gobierno central, particularmente en relacién con la modificacién del subsidio
agrario, y el trazado y construccién del Tren de Alta Velocidad. En cuanto a lo
primero, la Junta de Extremadura, y en especial su Presidente, han expresado a
lo largo del afio repetidos posicionamientos contra la reforma del subsidio (el
AEPSA, antiguo PER), culminando con la impugnacién del Decreto-ley recién
aludido ante el Tribunal Constitucional. Ademis, el Ejecutivo extremeiio abrié
frente comiin con la Junta de Andalucia en la lucha por la restitucién del subsi-
dio, con medidas como la emisién de una campafia publicitaria a favor del man-
tenimiento del mismo.

Pero la negativa de Televisién Espafiola y Antena 3 Television en noviembre a
emitir los anuncios, al considerarlos partidistas y no ajustados a las exigencias
legales aplicables a una campafia institucional, dio lugar a otra de las polémicas del
afio. A diferencia del Ejecutivo andaluz, la Junta de Extremadura hizo saber que
emprenderia acciones judiciales contra RTVE por incumplimiento del convenio
suscrito con el Area comercial del citado ente piiblico televisivo para la difusién
de la campaiia, sin que a 31 de diciembre de 2002 se hayan interpuesto todavia los
correspondientes recursos, ain en estudio. A su vez, el Consejo Asesor de Radio
Televisién Espafiola en Extremadura hizo publica una resolucién, aprobada con
los votos de sus componentes designados a propuesta de PSOE e IU, donde ade-
mis de rechazar la decisién de RTVE de no transmitir la campafia, denunciaba el
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hecho de no haber sido consultado al respecto, gese a tener competencia para pro-
nunciarse sobre los criterios de seleccién de publicidad, aunque su decisién no sea
vinculante.

El segundo asunto de interés que se apuntaba tiene que ver con el paso por
Extremadura del futuro Tren de Alta Velocidad. El Ejecutivo central declaré en
este sentido que el Corredor Regional de Alta Velocidad pasaré por las principa-
les ciudades de la Comunidad Auténoma (Badajoz, Céceres, Mérida y Pfasencia).
En cambio, sigue sin conocerse cuil seri el trayecto definitivo del Corredor
Internacional que enlace con la linea portuguesa, ante la diferencia de criterios
entre el Gobierno luso, que prefiere hacerlo por el norte extremefio a través de
Ciceres para abreviar la conexién de Lisboa y Opotto con Madrid, y el Gobierno
espafiol, que se inclina en cambio por aprovechar el corredor regional y conectar
al sur por Badajoz. Aunque esta Ultima cuestién ha quedado aplazada, el Pre-
sidente autonémico ha solicitado el comienzo inmediato de las obras del Corredor
regional y el incremento de la partida destinada por Fomento para el préximo afio,
pues a su juicio las cantidades previstas supondrian en la prictica la inexistencia
de un proyecto de alta velocidad para Extremadura a corto plazo.

Ejercicio de competencias
Actividad legislativa

Prosiguié en 2002, aunque a menor ritmo que en 2001, la tendencia a una
abundante produccién de leyes por la Asamblea de Extremadura, con la aproba-
cién de un total de doce. Al margen de la adoptada como forma prescrita por la
legislacién estatal para la cesién del dominio de un monte de titularidad autoné-
mica a un ente local, las otras once han sido de notable relevancia cualitativa, afec-
tando al régimen juridico del Gobierno y la Administracién de la Comunidad
Autdénoma, al sistema tributario extremefio y a los Colegios Profesionales, o, fue-
ra ya del marco institucional y organizativo, a importantes 4mbitos, como el sec-
tor eléctrico, el comercio, la vivienda o la industria. ‘

Leyes de desarrollo de titulos competenciales extremerios

—Ley 2/2002, de 25 de abril, de proteccién de la calidad del suministro eléctri-
co en Extremadura. Segin su Exposicién de Motivos, el texto legal se dicta al
amparo de los titulos competenciales estatutarios de desarrollo legislativo y eje-
cucién en materia de instalaciones de produccién, distribucién y transporte de
energia que discurran dentro del territorio de la regién sin afectar a otras Co-
munidades Auténomas, y sobre proteccién de los consumidores, asi como en
ejercicio de la competencia exclusiva sobre comercio interior. En cuanto al obje-
to de la Ley, éste se cifra en el desarrollo de la normativa general de ordenacién
del sector eléctrico para proteger a los usuarios finales, mediante la regulacién de
las caracteristicas de los suministros que aseguren niveles adecuados de calidad, y
el reconocimiento de los derechos de los consumidores, incluido el de obtener
reducciones en la facturacién por determinadas variaciones de tensién o interrup-
ciones de suministro. '
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~Ley 3/2002, de 9 de mayo, de Comercio de la Comunidad Auténoma de
Extremadura. A tenor de la Exposicién de Motivos, la Comunidad extremefia fija
mediante este texto legal las lineas directrices a largo plazo sobre comercio inte-
rior al amparo de la competencia estatutaria exclusiva en la materia, de la que
constituye su plasmacién normativa bésica. A grandes rasgos, se ordenan la acti-
vidad comercial y ciertas modalidades de venta, se prevén a tal fin instrumentos
como las licencias para grandes superficies y los Planes para la programacién de
los usos comerciales del suelo, se arbitran medidas de fomento, se establecen cau-
ces de participacién de organismos e interlocutores relacionados con la aplicacién
de la Ley, y se sefiala el régimen sancionador. La Ley incluye una regulacién pro-
pia de los horarios del comercio, si bien su Disposicién Final Segunda suspende
la aplicacién de dichas reglas hasta la resolucién del recurso de inconstitucionali-
dad formulado por la Junta de Extremadura contra la norma del Estado sobre
horarios, declarando aplicable entre tanto la legislacién estatal vigente.

—Ley 6/2002, de 27 de junio, de medidas de apoyo en materia de autopromo-
cion de viviendas, accesibilidad y suelo. En aplicacion de la competencia estatuta-
ria exclusiva sobre vivienda, esta norma trata de paliar los incrementos de precios
en el sector inmobiliario a través de la figura de la autopromocién, suméndose a
la legislacion ya existente desde 1995 en la Comunidad Auténoma, tal y como
declara la Exposicién de Motivos. Con este propésito, la Ley configura el régi-
men juridico de la autopromocién, prevé instrumentos especificos de planifica-
cién dentro de las actuaciones regionales sobre viviendas, regula los derechos y
obligaciones de quienes intervienen en el proceso de autopromocién, determina
los requisitos a que debe someterse el titular la vivienda autopromovida (restric-
ciones temporales al poder de disposicién sobre ella, que se ven compensadas por
la exencién del seguro decenal de responsabilidad y una subvencién de hasta
12.020 euros), disciplina el control de calidades y establece el régimen sanciona-
dor. Asimismo, se reforman ciertos preceptos de la Ley 8/1997, de Promocién de
la Accesibilidad en la Vivienda, y de la reciente Ley 15/2001, de Suelo y
Ordenacién Territorial de Extremadura, en la que se introducen modificaciones
sobre la clasificacién del suelo no urbanizable protegido.

—Ley 9/2002, de 14 de noviembre, de Impulso a la Localizacién Industrial de
Extremadura. La norma apela en su Exposicién de Motivos a las competencias
de la Comunidad Auténoma en materia de fomento del desarrollo econémico y
sobre la ordenacién del sector industrial, y sitia su origen en el II Plan de In-
dustria y Promocién Empresanal de Extremadura. A fin de contribuir al fomento
del empleo y al desarrollo econémico de la regién, la Ley disefia el régimen de
actuaciones destinado a facilitar la adquisicién de suelo para la puesta en marcha
de proyectos puiblicos de poligonos industriales y parques empresariales, y a pro-
mover la ubicacién de grandes industrias en Extremadura. A tales efectos, este
texto legal establece las condiciones y el procedimiento para la concesién, me-
diante Decreto del Consejo de Gobierno, de la calificacién de Industria o Proyecto
de Interés prioritario, que comporta la expropiacién del suelo preciso para la ins-
talacién o ampliacién de explotaciones industriales y facilidades para la imposi-
cién o incremento de ciertas servidumbres de paso que puedan resultar necesarias.

—Ley 11/2002, de 12 de diciembre, de Colegios y de Consejos de Colegios
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Profesionales de Extremadura. Invoca este texto legal en su Exposicién de
Motivos la competencia estatutaria sobre desarrollo legislativo de la normativa
basica estatal en materia de Colegios Profesionales (actualmente, la Ley precons-
titucional de 1974) y ejercicio de las profesiones tituladas. Con anterioridad, la
Comunidad Auténoma se habia limitado a la ejecucién integra de la legislacién
del Estado y a la aprobacién de algunas leyes de creacién de Colegios Pro-
fesionales determinados. A través de esta nueva Ley se acomete por vez primera
la ordenacién del régimen juridico general de los Colegios Profesionales en
Extremadura. De sus previsiones destacan la subordinacién de la creacién de nue-
vos colegios (mediante ley autonémica) a razones de interés ptiblico que justifi-
quen el caricter colegiado de una profesién, el requisito de la colegiacién obliga-
toria para el ejercicio profesional privado como principio general, y la no exigen-
cia de dicha colegiacién al personal funcionario, estatutario o laboral de las
Administraciones Piblicas de Extremadura para el ejercicio de sus funciones o
para la realizacién de actividades propias de su profesién por cuenta de aquéllas.

Leyes de desarrollo institucional

—Ley 1/2002, de 28 de febrero, de Gobierno y Administracion de la Comu-
nidad Auténoma de Extremadura. Se trata de un amplio texto legal (mis de 130
articulos) que reemplaza a la anterior Ley de 1984, moderniza la regulacién del
Ejecutivo y la Administracién autonémicos, acoge recientes aportaciones de la
jurisprudencia constitucional y adapta la regulac1on extremefia a las Gltimas refor-
mas de la legislacion estatal de bases del régimen juridico de las Administraciones
publicas (por ejemplo, en materia de silencio administrativo y duracién de los
procedimientos). Los elementos mis sobresalientes de la norma se exponen en el
lugar de este trabajo dedicado a las modificaciones administrativas relevantes.

~La Ley 4/2002, de 23 de mayo, por su parte, da nueva redaccién al articulo 4
de la Ley 1/1990 de 26 de abril, de Coordinacién de Policias Locales de
Extremadura. La reforma afiade una escala mis a los Cuerpos de Policfa Local en
la Comunidad Auténoma, reconoce el derecho a la segunda actividad de los
miembros de las Policias Locales en Extremadura y determina el régimen disci-
plinario aplicable a los mismos, por remisién al establecido para la Policia Nacio-
nal en la Ley Orgénica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad. Igualmente, concede
a los Ayuntamientos de la regién un plazo de dos afios, durante el cual podrin
convocar pruebas selectivas restringidas que permitan a los Auxiliares el acceso a
la categoria de Agente, todo ello por razones de eficiencia en el sistema organiza-
tivo de la Policia Local.

Leyes de contenido econdmico-tributario

—Ley 8/2002, de 14 de noviembre, de Reforma Fiscal de la Comunidad Auto-
noma de Extremadura. Como ya se ha anticipado, mediante este texto legal se
adapta el sistema tributario extremefio al nuevo modelo de financiacién autoné-
mica y se ejercen las competencias normativas atribuidas por el Estado respecto a
los tributos cedidos en la anteriormente citada Ley 28/2002, de 1 de julio. La Ley
extremeiia suprime dos tributos propios, los Impuestos sobre Dehesas Calificadas
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En Deficiente Aprovechamiento y sobre Tierras de Regadio Infrautilizadas, y
modifica el Impuesto sobre el Suelo Sin Edificar y Edificaciones Ruinosas, en este
tltimo caso para sujetar también a gravamen el suelo urbanizable no edificado
en un cierto plazo, aunque al tiempo se rebaja el tipo miximo de dicho Impuesto en
diez puntos y se sefialan diversas exenciones y bonificaciones.

En cuanto a los tributos cedidos por el Estado, se establecen deducciones sobre
la cuota autonémica del IRPF por las adquisiciones de viviendas de jévenes resi-
dentes en la Comunidad Auténoma, por trabajo dependiente, y por donaciones de
bienes integrantes del Patrimonio Histérico y Cultural de Extremadura o por
inversiones en ellos; se eleva hasta el 100 por 100 la base imponible del Impuesto
sobre Sucesiones y Donaciones en ciertos supuestos de adquisicién mortis causa de
viviendas de proteccién oficial; se estipula un tipo general del 7 por 100 para las
operaciones inmobiliarias sujetas al Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y
Actos Juridicos Documentados, modalidad de Transmisiones Patrimoniales One-
rosas, ¥ del 1 por 100 para la modalidad de Actos Juridicos Documentados, junto
a otros tipos especiales para ciertas categorias de transacciones; y finalmente, se
determina la cuota fija de la tasa fiscal sobre el juego. Junto a todo ello, se da cier-
ta entrada a la utilizacién de Internet para la publicacién sustitutiva de notificacio-
nes tributarias infructuosas, y se introducen reglas sobre el contenido del dictamen
de peritos de la Administracién en las comprobaciones de valores.

—Ley 10/2002, de 12 de diciembre, de Financiacion de Inversiones Extraor-
dinarias. La norma autoriza al Consejero de Economia, Industria y Comercio de
la Junta de Extremadura a realizar operaciones de endeudamiento por un impor-
te miximo de 120 millones de euros, y a generar los correspondientes créditos en
los distintos entes integrantes del sector piiblico de la Comunidad Auténoma.
A lo largo del debate parlamentario, el responsable regional de Economia enu-
meré algunas de las inversiones que estd previsto financiar por esta via, relaciona-
das con la infraestructura sanitaria, segiin se adelantaba al inicio del presente
Informe, y también con la educacién.

~ —Ley 12/2002, de 19 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad

Auténoma de Extremadura para 2003. Aprobados con los votos del Grupo Socia-
lista y rechazadas todas las enmiendas presentadas por la oposicién, los Pre-
supuestos crecen en un 44% con respecto a los del afio anterior, hasta llegar a los
3.591,6 millones de euros. Se trata de la cifra presupuestaria mds alta hasta el mo-
mento, debido a la inclusién de los gastos asociados a la sanidad y a la construccién
de las autovias regionales. Asimismo, la Ley integra los presupuestos del Consejo
Consultivo y del Servicio Extremefio de Salud en las Cuentas de la Comunidad
Auténoma.

Otras leyes

—Ley 5/2002, de 23 de mayo, de Proteccion de los Animales en la Comunidad
Auténoma de Extremadura. Su finalidad es velar por los animales domésticos o
salvajes en cautividad, excluyendo a las especies autéctonas y a la fauna silvestre,
que se rigen por su legislacidn especifica. En el texto se recogen esencialmente las
condiciones de cuidado y respeto de los animales y de mantenimiento de los mis-
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mos en circunstancias higiénico-sanitarias adecuadas, las obligaciones y prohibi-
ciones de sus poseedores, el abandono y los centros de recogida, los criaderos y
los establecimientos de venta o de mantenimiento temporal de animales de com-
pafifa, las normas sobre censo, inspeccién y vigilancia, las potestades administra-
tivas de la Junta de Extremadura, las reglas especificas sobre animales salvajes en
cautividad y, finalmente, el régimen sancionador en la materia.

~Ley 7/2002, de 24 de octubre, de Cesion del Dominio de Monte a Entidad
Local. Con esta particular denominacién, la norma cede al Ayuntamiento de
Villasbuenas de Gata el Monte «Lote del Medio», de conformidad con la Ley
estatal de Montes, que requiere para ello la forma legal. '

Potestad reglamentaria

Como en afios anteriores, el Ejecutivo extremefio desplegé durante 2002 un
elevado ritmo de produccién reglamentaria. Ademis de la atencién habitual a
dmbitos destacados de la vida econémica, social y cultural de la regién (como la
agricultura, el fomento del empleo o el turismo), merece resaltarse la aprobacién
de disposiciones destinadas a ejercer las facultades autonémicas de configuracién
de contenidos curriculares para las ensefianzas no universitarias.

Tal y como acaba de apuntarse, la relevancia de la materia agricola y ganadera
en la economia regional sigue determinando la elaboracién de un buen nimero de
disposiciones reglamentarias, de las que varias se han dedicado en 2002 a estable-
cer el régimen aplicable a ayudas finalistas. Asi, pueden mencionarse la regulacién
de las dirigidas a fomentar la produccién agraria integrada compatible con el
medio ambiente para el cultivo del arroz (Decreto 35/2002) y de los frutales de
pepita (Decreto 75/2002), o para estimular la forestacién de tierras agricolas
(Decreto 36/2002); y, de otro lado, la introduccién de reformas en la disciplina de
las subvenciones para la suscripcion de seguros agrarios (Decreto 4/2002, que
modifica el Decreto 202/2001). Otro de los ejes de actuacién ha sido la sanidad
vegetal, al sefialarse la normativa rectora de los establecimientos y servicios pla-
guicidas en la Comunidad Auténoma de Extremadura (Decreto 9/2002), acor-
darse las medidas fitosanitarias compensables de lucha contra el virus de la Sharka
y el bronceado (Decreto 49/2002), y estipularse las indemnizaciones por las medi-
das fitosanitarias adoptadas para la erradicacién y control de determinadas enfer-
medades de la patata (Decreto 164/2002).

Capitulo significativo dentro del sector agroganadero fueron las acciones rela-
tivas a la sanidad animal adoptadas a lo largo de 2002, que enlazan claramente con
las emprendidas en 2001 a consecuencia de la EEB (la encefalopatia espongiforme
bovina o «enfermedad de las vacas locas»): se han reglamentado el sistema de tra-
mitacién, autorizacién y expedicién de autorizaciones de traslados de animales a
mataderos por los Directores de las Agrupaciones de Defensa Sanitaria (Decreto
37/2002), y la autorizacién y registro de establecimientos e intermediarios del sec-
tor de la alimentacién animal (Decreto 171/2002), y se ha reformado la regulacién
aplicable a los centros de desinfeccién de vehiculos dedicados al transporte de
ganado, de productos para alimentacién animal y de caddveres de animales (De-
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creto 176/2002, de modificacién del Decreto 203/2001). Este frente se ha com-
plementado, por tltimo, con la introduccién de cambios en el régimen de ayudas
para la construccién y dotacién de centros de sanidad animal (Decreto 10/2002)
y para la desinfeccién de vehiculos de transporte de ganado (Decreto 157/2002), y
en la subvencién complementaria para la reposicién de ganado ovino/caprino en

explotaciones sometidas a campafias de saneamiento ganadero prevista en el De-
creto 205/2000 (Decreto 153/2002).

Sin duda la preocupacién por la lucha contra la EEB subyace también a los
Decretos 3/2002, sobre autorizacién y registro de los Laboratorios Agroali-
mentarios, y 136/2002, relativo al Registro de Entidades Privadas de Inspeccién
y/o Certificacién de Productos Agroalimentarios. Por 1dltimo, se ha creado el
Consejo Asesor Regional de Organizaciones Profesionales Agrarias de Extrema-
dura (Decreto 62/2002), y se han implantado lineas de ayudas a estas mismas
Organizaciones (Decreto 84/2002) y a las Agrupaciones de Productores Agrarios
y sus Uniones en la Comunidad Auténoma (Decreto 30/2002).

En materia de caza, se modificé la reglamentacién de los terrenos sometidos a
~ régimen cinegético especial gestionados directamente por la Junta de Extre-
madura (Decreto 8/2002, que introduce reformas en el Decreto 130/2000), vy,
atendiendo también a consideraciones medioambientales y ecoldgicas, se ordena-
ron las ayudas a los Clubes Deportivos Locales de Cazadores que colaboren en la
conservacién, fomento y mejora de la riqueza cinegética compatible con la con-
servacién de la biodiversidad (Decreto 130/2002).

Segtin se ha anticipado, la produccién reglamentaria en el campo de la educa-
cién ha sido cualitativamente relevante. Sobresale por su peso especifico la confi-
guracién en junio de los curriculos del Bachillerato (Decreto 86/2002) y de la
Educacién Secundaria Obligatoria (Decreto 87/2002). E igualmente debe citarse
el Decreto 94/2002, sobre el régimen del personal docente e investigador contra-
tado de la Universidad de Extremadura, dictado en aplicacion de las previsiones
de la Ley Orgéanica de Universidades. El resto de la actividad reglamentaria rese-
fiable en este dmbito va referida a la creacién de centros docentes piiblicos (Decre-
to 63/2002), y a la regulacién o convocatoria de ayudas: Decreto 40/2002, por el
que se modifica el Decreto 126/2001, que establece subvenciones en materia de
ensefianzas no universitarias; Decreto 65/2002, sobre las ayudas para la contrata-
cién, por parte de Ayuntamientos y Entidades Locales Menores, de Conserjes
destinados a Colegios Publicos de Educacién Infantil y Primaria; o Decreto 64/
2002, de convocatoria de ejecucién de proyectos correspondientes a la iniciativa

e-Extremadura en el marco del Programa Regional de Acciones Innovadoras del
FEDER en la Comunidad Auténoma.

Como en afios precedentes, el fomento del empleo ha sido objeto prioritario de
la actividad reglamentaria de la Junta de Extremadura a lo largo de 2002. Se ha
de subrayar en este sentido la aprobacién de las bases reguladoras de la concesién de
diversas subvenciones por el Servicio Extremefio Pablico de Empleo (Decreto
33/2002), de las ayudas al empleo piiblico local (Decreto 46/2002), y de otras line-
as de actuacién: en materia de desarrollo y empleo local (Decreto 110/2002), y para
la contratacién de Agentes de Desarrollo en Nuevas Tecnologias por las Man-
comunidades de Municipios (Decreto 140/2002). También se han de mencionar
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las normas sobre programas de Escuelas Taller, Casas de Oficios, Talleres de Em-
pleo y Unidades de Promocién y Desarrollo y sobre el procedimiento para la
concesidn de las correspondientes subvenciones (Decreto 25/2002)..

Siguiendo una tendencia de clara continuidad con la actuacién en afios ante-
riores, se impulsaron en 2002 fé6rmulas encaminadas a facilitar la incorporacion al
mercado laboral de sectores castigados por el desempleo, entre las que se hallan la
normativa rectora del denominado «cheque de insercién laboral» para la mujer,
con vigencia de seis meses y por valor de 6.010 euros destinados a la empresa que
contrate durante al menos dos afios a la mujer titular del mismo (Decreto 73/
2002), o los programas de estimulo a trabajadores auténomos para facilitar la in-
sercién laboral de familiares colaboradores (Decreto 141/2002) e incentivar la con-
tratacién indefinida del primer asalariado (Decreto 154/2002). Asimismo, se han
regulado la asignacién, configuracién y gestién de la seccién condicionada al em-
pleo del Fondo Regional de Cooperacién Municipal (Decreto 28/2002), y los requi-
sitos bésicos para la contratacién de titulados universitarios por la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Extremadura, en pricticas y por tiempo determi-
nado, entre quienes cuenten con los mejores expedientes académicos (Decreto
166/2002), y se han modificado las reglas sobre concesién de ayudas para la rea-
lizacién de acciones de Formacién Profesional Ocupacional con compromiso de
creacién de empleo (Decreto 95/2002).

La actividad reglamentaria del Ejecutivo extremeifio también ha dedicado aten-
cién al turismo como factor de crecimiento de la economia regional. Asi, se han
introducido cambios en las lineas de ayudas a la modernizacién y valorizacién de
los balnearios de Extremadura (Decreto 6/2002) y al fomento y promocién de fies-
tas de interés turistico (Decreto 67/2002), se han establecido subvenciones para
las Asociaciones Profesionales de Turismo y los Centros de Iniciativas Turisticas
de Extremadura (Decreto 11/2002), se han instituido los premios «Extremadu-
ra de Turismo» y «Extremadura: Excelencia y Calidad Turistica» (Decreto 21/2002),
se han adoptado reglas sobre precios, reservas y servicios complementarios en
. alojamientos turisticos (Decreto 22/2002), se ha sefialado el procedimiento para la
declaracién de Excelencia Termal en Extremadura (Decreto 68/ 2002) y se han
dictado normas sobre ordenacién y clasificacién de las Empresas de Restauracién
en la Comunidad Auténoma (Decreto 69/2002).

Por lo que se refiere a las medidas en materia econdmica, han de resefiarse las
disposiciones complementarias de apoyo al tejido productivo (Decreto 16/2002),
la regulacion del Registro de Altos Cargos de las Cooperativas de Crédito con
domicilio social en el territorio de la Comunidad Auténoma (Decreto 26/2002),
del funcionamiento de las Secciones de Crédito de las Sociedades Cooperativas de
la Comunidad Auténoma (Decreto 129/2002), o de la promocién de la Propiedad
Industrial en Extremadura (Decreto 106/2002), y la reforma de las subvenciones
para Ja formacién en el sector del transporte (Decreto 39/2002, que modifica el
Decreto 169/1999). Respecto al comercio, puede mencionarse la implantacién de
un sistema de ayudas para la mejora de la organizacién comercial en el sector de
la ganaderia extensiva (Decreto 19/2002), la ordenacién del régimen electoral pa-
ra la renovacién del Pleno de las Cimaras de Comercio e Industria de la regién
(Decreto 23/2002), y la normativa sobre composicién, funcionamiento y régimen
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juridico del Consejo de Comercio previsto en la Ley 3/2002, de Comercio de la
Comunidad Auténoma (Decreto 145/2002); asimismo, hay que hacer referencia
en este contexto a la regulacién de los horarios comerciales y de las temporadas
de rebajas en Extremadura para el afio 2003 (Decretos 174 y 175/2002, respecti-
vamente).

En otro sector relevante de actuacién, el Decreto 76/2002 modificé diversos
articulos del Decreto 162/1999, relativo a las ayudas y subvenciones para la
adquisicién, adjudicacién y promocién, rehabilitacién, autopromocién y pro-
mocién publica de viviendas, en el marco del Plan Regional para el periodo
1999-2003. Y en industria y energia, se introdujeron nuevas reglas aplicables a las
subvenciones para la seguridad minera en Extremadura (Decreto 24/2002), se
establecieron las bases para la concesién de ayudas al aprovechamiento de ener-
gia solar (Decreto 155/2002), y se fijaron los requisitos de obtencién del carné de
instalador de productos petroliferos liquidos y del certificado de empresas insta-
ladoras de éstos (Decreto 151/2002).

Por lo que atafie a la sanidad, ha de citarse, en cuanto al plano organizativo, la
aprobacién del régimen provisional de contratacién, gestién presupuestaria, teso-
rerfa y contabilidad del Servicio Extremefio de Salud, con vigencia exclusiva para
el afio 2002 (Decreto 29/2002), y de las normas sobre composicién, funciona-
miento y estructura del Consejo Extremefio de Salud (Decreto 88/2002). Y res-
pecto a lo que cabria definir como acciones materiales, deben anotarse el Regla-
mento Sanitario de Piscinas de Uso Colectivo de la Comunidad Auténoma de
Extremadura (Decreto 54/2002) y el Reglamento de Policia Sanitaria Mortuoria
(Decreto 161/2002).

En el terreno de la cultura, sobresale la adopcién del Plan de Fomento de la
Lectura (Decreto 41/2002), la creacién de la Filmoteca de Extremadura (Decreto
43/2002), la aprobacién de los Estatutos del Consorcio «Patronato del Festival de
Teatro Clésico en el Teatro Romano de Mérida» (Decreto 66/2002) y la reforma
de la composicién y el funcionamiento del Consejo de Bibliotecas (Decreto
42/2002, que modifica el Decreto 9/1998) y del régimen de ayudas a la produc-
cién cinematogrifica y audiovisual contenido en el Decreto 160/2000 (Decreto
17/2002). En el dmbito deportivo, destacan la regulacién del Deporte Extremefio
de Alto Rendimiento (Decreto 44/2002), y del programa de ayudas para la difu-
sién y promocién de los Clubes y Sociedades Anénimas Deportivas extremefias
que participan en competiciones oficiales de caricter nacional (Decreto 51/2002).

En el capitulo de fiscalidad e intervencién, se ha dictado el Reglamento del
Impuesto sobre Aprovechamientos Cinegéticos (Decreto 90/2002), se ha estable-
cido el procedimiento de recaudacién por tributos propios, precios piblicos y
otros ingresos (Decreto 105/2002), y se han modificado diversos Decretos relati-
vos a la funcién interventora (Decreto 57/2002). Ademis, se ha aprobado el mode-
lo de declaracién ordinaria de bienes para el ejercicio 2002 correspondiente al
Impuesto sobre el Suelo Sin Edificar y Edificaciones Ruinosas (Decreto 61/2002),
y se fijaron las tasas de las ensefianzas conducentes a la obtencién de titulos ofi-
ciales en la Universidad de Extremadura para el curso académico 2002/ 2003
(Decreto 91/2002) y por la imparticién de misica e idiomas en Conservatorios y
Escuelas Oficiales de Idiomas dependientes de la Consejeria de Educacién, Cien-
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cia y Tecnologia (Decreto 93/2002), asi como los precios ptblicos por prestacién
de servicios de residencia en los Centros de Formacién Agraria (Decreto 92/2002)
y en Institutos de Educacién Secundaria (de nuevo, Decreto 93/2002).

Asimismo, cabe subrayar la elaboracién de varios Decretos que suponen
modificaciones administrativas de interés, a los que se hace referencia en seccién
~ especifica més adelante.

Por lo que respecta a la relacion con los entes locales, se ha ordenado el Fondo
de Cooperacién para las Mancomunidades de Municipios de Extremadura (De-
creto 56/2002), se han habilitado ayudas para la creacién, mejora y modificacién
de infraestructuras eléctricas por las Entidades Locales (Decreto 27/2002), y se
han adoptado las Normas Marco de los Policias Locales de Extremadura (Decreto
74/2002).

Cabe resefiar ademds otros apartados que,-dando lugar a una accién regla-
mentaria cuantitativamente mas reducida, poseen no menor relevancia cualitativa.
Asi, se ha procedido a la actualizacién del Plan Territorial de Proteccién Civil de
la Comunidad Auténoma de Extremadura (PLATERCAEX), mediante Decreto
143/2002, y, en lo que podria calificarse de la «proyeccion externa» de la regién,
sobresale la modificacion de las reglas sobre ayudas a paises en vias de desarrollo
(Decreto 32/2002, que reforma el Decreto 60/2001) y del régimen juridico, fun-
cionamiento y habilitacién de Entidades Colaboradoras en materia de Adopcién
Internacional (Decreto 55/2002, que hace lo propio con el Decreto 142/1996).

Aunque a menor ritmo que en 2001, también se han creado durante 2002 algu-
nos grganos de asesoramiento y participacion en el disefio de politicas regionales.
Asi ha sucedido con el Consejo Extremefio de los Consumidores (Decreto 79/
2002) y con otros dos érganos ya antes mencionados, el Consejo Asesor Regional
de Organizaciones Profesionales Agrarias de Extremadura (Decreto 62/2002) y el
Consejo de Comercio previsto en la Ley 3/2002, de Comercio de la Comunidad.
Auténoma, cuyas prescripciones ha detallado el Decreto 145/2002, a lo que deben
afiadirse los cambios introducidos en el sistema de eleccién de miembros del Con-
sejo de Comunidades Extremefias en representacién de Entidades Asociativas
(Decreto 165/2002, que reforma el Decreto 23/1990).

Competencias ejecutivas

A diferencia de afios anteriores, 2002 se ha caracterizado més por la aplicacién
o modificacién de Planes en vigor, varios de ellos desde 2001, que por la elabora-
cién de otros nuevos. Precisamente en el terreno de las moditficaciones hay que
referirse otra vez al Decreto 76/2002, que adapta la norma reguladora de las ayu-
das y subvenciones que concede la Junta de Extremadura en el marco del Plan
Regional de Vivienda 1999-2003 (Decreto 162/1999) a las sefialadas en el Plan Na-
cional sobre esta misma materia; e igualmente se ha de recordar el ya citado
Decreto 143/2002, de actualizacién del Plan Territorial de Proteccién Civil de la
Comunidad Auténoma de Extremadura (PLATERCAEX).

Dentro de las medidas emprendidas a lo largo del afio, se ha de traer nueva-
mente a colacién el Decreto 41/2002, que aprobé el Plan de Fomento de la Lec-
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tura, con el objeto de incrementar los indices de lectura y el uso de las bibliotecas
publicas y escolares, potenciar el sector editorial en Extremadura, mejorar la cali-
dad de la ensefianza y reducir el fracaso escolar. En su aplicacién, se ha decidido
crear un Observatorio para controlar el desarrollo de todos los programas rela-
cionados, y se ha firmado un Pacto por la Lectura, en el que participan las
Consejerias de Cultura y Educacién, las dos Diputaciones Provinciales, varias
editoriales y en torno a medio centenar de entidades publicas y privadas, con el
fin de impulsar diversas iniciativas en este contexto.

Y cierra el capitulo de la actividad de programacién el Plan de Actuacion para
la Prevencién de Riesgos Laborales 2002-2003, suscrito por la Junta de Extre-
madura, las organizaciones sindicales, la Confederacién Regional Empresarial
Extremefia, mutuas de accidentes de trabajo y otras entidades, con una dotacién
econémica de 1.879.716 millones de euros para el afio 2002. El Plan tiene como
objetivos la lucha contra la siniestralidad laboral y la mejora de las condiciones de
trabajo. A tal fin, se contemplan acciones de sensibilizacién en los centros escola-
res, la coordinacién con la Fiscalia a fin de depurar responsabilidades en la mate-
ria, la aplicacién de medidas disuasorias hacia las empresas con menor grado de
seguridad en el trabajo y la implicacidn de las diferentes Consejerias de la Junta
de Extremadura en la prevencion de riesgos.

Por sectores materiales de intervencidn, varios merecen resefia en el apartado
de las actuaciones administrativas y ejecutivas relevantes. Uno de ellos ha venido
referido a las infraestructuras, destacando la programacién de dos autovias auto-
némicas destinadas a conectar, respectivamente, la Comarca de La Vera (al norte
de la provincia de Ciceres) con la futura autovia estatal de la Ruta de la Plata
(Nacional 630, Gijén-Sevilla), y la zona de Las Vegas Altas (en la provincia de
Badajoz) con la autovia estatal de Extremadura (Nacional V), ademis de facilitar
en este tiltimo caso el acceso al futuro Tren de Alta Velocidad. La inversidn total
prevista ronda los 240 millones de euros para financiar la construccién de unos 52
kilémetros de autovias regionales. El afio comenzaba en este 4mbito con el some-
timiento al trdmite de informacién publica de los correspondientes estudios y dic-
timenes técnicos, y concluia, tras las adjudicaciones de las obras (en buena medida
a empresas radicadas en la regidn), con el inicio de las actuaciones expropiatorias
pertinentes.

La sanidad ha generado una amplia actividad ejecutiva y administrativa a con-
secuencia del traspaso del servicio en enero, como se adelantaba al inicio de este
Informe. La Junta de Extremadura ha desarrollado una intensa labor orientada a
la adquisicién o mejora de instalaciones sanitarias, con la compra del hospital pri-
vado de Zafra por 13,8 millones de euros, o la aprobacién de las obras de amplia-
cién del hospital de Llerena para transformar en individuales sus habitaciones y
adaptarlo a las exigencias propias de un hospital de referencia, en este caso por un
coste de 4,6 millones de euros, ademis de haberse anunciado la creacién de 18
centros de salud y la reforma de cinco hospitales. Asimismo, han comenzado a
implantarse la jornada de tarde en los centros de atencién primaria y la cita pre-
via por teléfono tnico, y se ha alcanzado un acuerdo entre la Consejeria de
Sanidad y los sindicatos para la homologacién salarial progresiva del personal del
Servicio Extremefio de Salud a la media retributiva nacional.



300 III. LA ACTIVIDAD DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

También la educacion ha sido objeto de buen niimero de medidas de orden eje-
cutivo y administrativo, que se suman a la ya antes resefiada configuracién de con-
tenidos curriculares de las ensefianzas no universitarias por via normativa. Asi, se
ha efectuado la convocatoria para que los centros se acojan a la jornada escolar con-
tinuada (que ha gozado de una amplia aceptacién), se han adjudicado obras de
mejora y ampliacién de varios centros educativos, se ha producido la apertura
de trece nuevos institutos de secundaria y la ampliacién de otros cuatro, y se ha eje-
cutado el proyecto de la Intranet educativa extremefia, a cuya regulacién reglamen-
taria se hizo referencia en el Informe de 2001. Igualmente hay que dejar constancia
del notable éxito cosechado con el desarrollo del sistema operativo informitico de
acceso libre Linex para el desenvolvimiento de la mencionada Intranet educativa,
que ademis de suponer un ahorro de 30 millones de euros en licencias a la
Administracién autonémica, ha tenido tal grado de difusién que incluso el diario
norteamericano Washington Post se hizo eco de la iniciativa y de la competencia que
ello estd suponiendo en la regién extremefia para la multinacional Microsoft.

En materia de vivienda, ademis de la aplicacién del Plan Regional vigente, con

las correspondientes actuaciones de convocatoria y concesién de ayudas, se ha
P y y
puesto en practica un programa de inspeccién gratuita de viviendas para defender
los derechos de los usuarios y comprobar la calidad de las nuevas construcciones
y P

que se llevan a cabo en Extremadura, habiéndose producido alrededor de 150 ins-
pecciones.

En el dmbito econdmico, junto a las diversas convocatorias de ayudas destina-
das a apoyar a empresas turisticas, textiles y de otros sectores, muchas de ellas
entre las pymes, resulta destacable la previsién de 400 puntos de orientacién
empresarial, 200 de ellos ya en funcionamiento desde septiembre, para que los
emprendedores puedan contar con informacién y asesoramiento, todo ello en el
marco del II Plan de Industria y Promocién Empresarial de Extremadura 2000-
2003. De otro lado, la Consejeria de Economia, Industria y Comercio obtuvo la
autorizacidn previa del Gobierno central para la emisién de deuda piblica por
valor de 84 millones de euros a un plazo miximo de quince afios.

Por ultimo, se han de resaltar los esfuerzos realizados en materia de Proteccion
Civil. A la actualizacién del Plan Territorial (PLATERCAEX), ya mencionada, se
afiade la constitucién de grupos técnicos para la aprobacién e implantacién de
planes especiales sobre inundaciones, transporte de mercancias peligrosas por
carretera y ferrocarril, incendios forestales y riesgos sismicos, asi como la realiza-
cién de actividades de apoyo al Voluntariado de Proteccién Civil en Extremadura.

La Cooperacion Transfronteriza con regiones portuguesas sigue siendo priori-
dad del Ejecutivo autondmico. El 27 de enero se supo que Extremadura y las
comarcas lusas de Centro y Alentejo ultiman trabajos para la creacién de un
Gabinete conjunto de Iniciativas Transfronterizas, a fin de asegurar la continui-
dad de los procesos de colaboracién impulsados en afios anteriores. Los contac-
tos y reuniones se suceden con fluidez desde que la Comisién Europea dio el
visto bueno definitivo para el programa Interreg I1I-A de cooperacién trans-
fronteriza entre Espafia y Portugal durante el periodo 2000-2006, en el que se
enmarca como subprograma niimero cuatro el Extremadura-Centro-Alentejo,
dotado con una inversién ptblica total de 243,19 millones de euros.
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Las primeras actuaciones que se estin perfilando se centran en agricultura,
salud, turismo y patrimonio, mereciendo una referencia especial la propuesta de
creacién de un Observatorio de Toxicodependencia para las tres comarcas, o la
préxima iniciacién de un programa de control alimentario. Se han previsto, del
mismo modo, el desarrollo de proyectos de aplicacién de nuevas tecnologfas, y la
apertura de rutas y redes turisticas.

En julio se produjo la firma de un Protocolo entre el Instituto Camées de
Portugal y la Junta de Extremadura para la puesta en marcha de cursos de portu-
gués, la concesidén de becas por el referido Instituto para apoyar la formacién
cientifica de docentes en lengua portuguesa, y el intercambio de documentacién
entre los sistemas educativos de ambos paises. Ya en noviembre, la capital auto-
ndémica fue escenario del III Foro Agom el debate peninsular, que se consolida
como polo de didlogo, reflexién y conocimiento mutuo entre Espaiia y Portugal,
con la participacién del Presidente de la Republica portuguesa, Jorge Sampaio,
quien impuso al Presidente extremeiio la Gran Cruz de la Orden del Infante Don
Henrigue, la mis importante condecoracién que entrega el pais vecino a persona-
lidades extranjeras.

También en noviembre, Extremadura y Alentejo acordaron el desenvolvimien-
to durante los préximos cuatro afios de un sistema de informacién para la gestién
ambiental y econémica del ecosistema dehesa-montado, con la intervencién de la
Junta y la Universidad de Extremadura, ¢l Ministerio portugués de Agricultura y
los servicios administrativos del Alentejo, con un presupuesto de 6.071.200 euros,
aportados por la Consejeria de Agrlcultura y Medio Ambiente de la Junta de
Extremadura y su homélogo de la regién portuguesa. Finalmente, cabe sefialar
que Extremadura se ha hallado presente en la constitucién de la Red Ibérica de
Regiones Innovadoras, compuesta por trece Comunidades Auténomas espaiiolas
y cuatro departamentos de Portugal, cuya finalidad es promover que la Unién
Europea y los Estados miembros dediquen mds ayudas al desarrollo de Ia inno-
vacién empresarial, habiendo asumido la Comunidad extremefia el secretariado
institucional de la Red.

En el plano exterior, y en relacién con Latinoamérica y Caribe, Extremadura
abrié en marzo una oficina en Argentina para canalizar la informacién y las ayu-
das que se destinan a extremefios y descendientes de extremefios, mientras que el
5 de julio el Presidente autonémico y el Vicepresidente del Consejo de Ministros
de Cuba firmaban dos acuerdos bilaterales: el primero de ellos contempla actua-
ciones en los dmbitos de la salud, la educacién, la cultura, el medio ambiente y la
agricultura, mientras que el segundo establece férmulas de colaboracién para
la realizacién de estudios arquitectdnicos, la rehabilitacién de inmuebles y el for-

talecimiento de la capacidad institucional en materia educativa, previéndose la
cesién de locales a la Junta de Extremadura.

De otro lado, y en cuanto a la accién en Europa, el 15 de marzo tuvo lugar en
Bruselas la aprobacién de los Estatutos para la creacién de una Red Cultural
Europea, «Culture», de la que la Consejeria de Cultura de la Junta de Extrema-
dura asumiri la Vlcepr651denc1a
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Conwvenios de colaboracién

Durante 2002 han sido inscritos en el Registro de la Comunidad Auténoma un
total de 553 Convenios firmados por la Junta de Extremadura, de los cuales 13 lo
han sido con la Administracién del Estado, 512 con Corporaciones Locales, y 28
con otras entidades ptblicas, de estos ultimos en su gran mayoria con la Uni-
versidad de Extremadura.

Entre los acordados con la Administracién del Estado, hay que destacar un
convenio con la Agencia Estatal de Administracién Tributaria para el suministro
de informacién, y otro con el Instituto Nacional de Estadistica para la cooperacién
e intercambio de datos entre ambas Administraciones, con caricter de convenio
marco. Digno igualmente de resefia es el firmado con el Ministerio de Agricultura,
Pesca y Alimentacién, por el que se constituye el organismo intermediario para la
aplicacién de la subvencién global de la Comisién Europea relativa a la iniciativa
comunitaria LEADER PLUS en Extremadura, asi como, finalmente, el convenio
suscrito con el Ministerio de Fomento sobre actuaciones protegidas en materia de
vivienda y suelo del Plan estatal 2002-2005.

Porlo que se refiere a los convenios con otras entidades ptiblicas, merece resal-
tarse nuevamente el Protocolo rubricado por la Presidencia de la Junta de
Extremadura con el Instituto Camées de Portugal para la divulgacién de la lengua
y cultura portuguesas en el territorio extremeiio. Y, asimismo, cabe hacer men-
cién a los convenios suscritos con Fomento Extremefio de Mercado Exterior para
la Internacionalizacién y Promocién Exterior de las Empresas Extremefias.

Respecto a los convenios con Entidades Locales, se han referido éstos funda-
mentalmente a la ejecucién de dotaciones urbanas, planeamiento municipal, infra-
estructura agraria, medioambiental, turistica y deportiva, centros culturales y
bibliotecas, asi como a la realizacién de programas sociales o culturales de diver-
sa indole. Igualmente, se han seguido registrando convenios con Ayuntamientos
para la cesi6n del patrimonio de las extintas Cdmaras Agrarias Locales, dando asf
continuidad a las actuaciones iniciadas en el afio 2000. Siete de estos convenios
con Administraciones Locales se han firmado con las Diputaciones Provinciales
de Ciceres y Badajoz, algunos, como en afios anteriores, con destino a la realiza-
cién de obras diversas, y otros de nuevo contenido, como los acordados con la
Diputacién de Badajoz en materia de promocién de la accesibilidad o para reha-
bilitacién de un inmueble provincial destinado al Consejo Consultivo de Extre-
madura y otras dependencias de la Junta extremefia. Asimismo, se firmé con las
dos Diputaciones provinciales un convenio relativo al fomento de agrupaciones
para sostenimiento en comiin de un puesto de Secretaria-Intervencién, que susti-
tuye al hasta entonces vigente en la misma materia, de 1990. '

Conflictividad

Segin quedd apuntado al comienzo del presente Informe, el afio 2002 se ha
caracterizado por un incremento de la litigiosidad entre el Estado y la Comu-
nidad de Extremadura, pues a la interposicién de dos Recursos de Inconsti-



EXTREMADURA 303

tucionalidad por parte del Ejecutivo regional contra Leyes o normas con fuerza
de ley del Estado, como en 2001, y de otro mis por iniciativa de Ja Asamblea
extremenia, se han sumado cuatro Recursos de Inconstitucionalidad del Gobierno
central frente a relevantes leyes de la Comunidad Auténoma. Pero también fue
2002 un afio de composicién extrajudicial de controversias, merced a los diversos
desistimientos instados por la Junta de Extremadura, todos ellos a raiz del acuer-
do, igualmente citado ya, que se alcanzé con el Gobierno a principios de afio res-
pecto al modelo de financiacién autonémica.

Comenzando con los nuevos frentes de impugnacién abiertos por la Comu-
nidad Auténoma, la Junta de Extremadura interpuso en marzo el Recurso de
Inconstitucionalidad niimero 1488-2002 contra determinados preceptos de la Ley
18/2001, de 12 de diciembre, General de Estabilidad Presupuestaria, y de la Ley Or-
gdnica 5/2001, de 13 de diciembre, complementaria de la Ley General de Esta-
bilidad Presupuestaria, impugnéndose, primordialmente, aquellas disposiciones
que configuran la obligacion de «déficit cero» por estimar que vulneran la auto-
nomia financiera de la Comunidad Auténoma en su vertiente de definicién de la
capacidad de endeudamiento.

El segundo Recurso de Inconstitucionalidad promovido por la Junta de Ex-
tremadura, el nimero 4749-2002, se formalizé a finales de julio contra el Real
Decreto-Ley 5/2002, de 24 de mayo, de medidas urgentes para la reforma del sis-
tema de proteccién por desempleo y mejora de la ocupabilidad. Las alegaciones
se cifran sustancialmente en el incumplimiento de las condiciones constituciona-
les ligadas al hecho habilitante, por no concurrir las circunstancias de extraordi-
naria y urgente necesidad que exige la Constitucién, en la indebida afectacién a
derechos de los trabajadores cuya regulacién mediante Decreto-ley prohibe la
Norma Fundamental (el derecho al trabajo y a la libre eleccién de profesién u ofi-
cio, y el derecho a la igualdad ante la ley), y en la infraccién de los principios cons-
titucionales de seguridad juridica e interdiccién de la arbitrariedad de los poderes
publicos, que se imputa a las reglas de la norma recurrida sobre la determinacién
de cuindo se rechaza una colocacién adecuada como motivo de disminucién o
pérdida del derecho a las prestaciones por desempleo.

Ademis, la Asamblea de Extremadura interpuso el Recurso de Inconstitu-
cionalidad ntimero 1777-2002, contra varios preceptos de la Ley Orgdnica 6/2001,
de 21 de diciembre, de Universidades, conforme al Dictamen aprobado por la
Cémara legislativa regional el 21 de marzo de 2002. La impugnacién va referida a
15 articulos de la norma estatal, la Disposicién Transitoria 2%, y las Disposiciones
Finales 1 a 4, esencialmente por considerar que tales preceptos lesionan la auto-
nomia universitaria y las competencias de la Comunidad Auténoma.

Por su parte, el Gobierno central inici6 la serie impugnatoria de leyes de la
Comunidad extremefia con la interposicién del Recurso de Inconstitucionalidad
1894-2002, contra la Ley regional nimero 14/2001, de 29 de noviembre, regula-
dora del Impuesto sobre Depésitos de las Entidades de Crédito. Resumidamente,
las objeciones formuladas se basan en que esta normativa atentaria contra la
potestad originaria del Estado para establecer tributos, y ademds, en la vulnera-
ci6n de diversas disposiciones de la LOFCA, entre ellas la prohibicién de doble
imposicién. Hecha invocacién del articulo 161.2 de la Constitucién por parte del
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Gobierno, el Tribunal Constitucional levant6 la suspensién de la norma median-
te Auto de 1 de octubre.

El 3 de abril formulé el Ejecutivo central el Recurso de Inconstitucionalidad
1196-2002 contra varios preceptos de la Ley 15/2001, del Suelo y Ordenacién
Territorial de Extremadura, referidos al régimen de la propiedad del suelo urba-
1o, la valoracién del suelo y la expropiacién forzosa. Al igual que en el caso ante-
rior, el Gobierno hizo invocacién del articulo 161.2 de la Constitucidn, y, asimis-
mo, el Tribunal Constitucional decreté el levantamiento de la suspensién de la
norma mediante Auto fechado el 1 de octubre.

La siguiente impugnacién del Gobierno central se produjo en julio, con la in-
terposicién del Recurso de Inconstitucionalidad nimero 4573-2002, frente a la
Ley 2/2002, de 25 de abril, de Proteccién de la Calidad del Suministro Eléctrico
en Extremadura, invocindose también el articulo 161.2 del texto constitucional.
Las tachas alegadas se centran bisicamente en la consideracién de que es a la Ad-
ministracién del Estado, y no a la autondmica, a quien incumbe especificar obje-
tivos de calidad en el servicio, y de que los descuentos en la facturacién sefialados
en el texto extremefio son diferentes de los previstos en la legislacién estatal, e in-
compatibles con ella.

El altimo Recurso de Inconstitucionalidad planteado por el Gobierno duran-
te el afio, ya en agosto, fue el nimero 4842-2002, contra la ley 3/2002, de 9 de ma-
yo, de Comercio de la Comunidad Auténoma de Extremadura, una vez mis con
invocacién del articulo 161.2 de la Norma Fundamental. Se cuestionan, en concre-
to, las disposiciones del referido texto legal en materia de horarios comerciales, al
entenderse que vulneran la competencia del Estado sobre coordinacién de la pla-
nificacién general de la actividad econdémica. No obstante, y como ya se dijo, la
propia Ley extremeiia suspende provisionalmente sus preceptos sobre regulacién
de horarios, a la espera de la resolucién del recurso formulado en su dia por la
Comunidad Auténoma frente a la Ley estatal de comercio.

Pero no todo fueron nuevas impugnaciones. Segin quedé expuesto, el acuer-
do con el Estado sobre el nuevo modelo de financiacién autonémica propicié que
la Junta de Extremadura instara el 25 de febrero de 2002 el desistimiento en los
Recursos de Inconstitucionalidad dirigidos por el propio Ejecutivo extremefio
contra las siguientes normas, integrantes del modelo anterior: la Ley orginica
3/1996, de 27 de diciembre, de modificacién parcial de la Ley Organica de
Financiacién de las Comunidades Auténomas; la Ley 14/1996, de 30 de diciem-
bre, de Cesién de Tributos del Estado y Medidas Fiscales Complementarias; el
Real Decreto-Ley 7/1997, de 14 de abril, por el que se fijan los porcentajes de par-
ticipacién de las Comunidades Auténomas en los ingresos del Estado durante el
periodo 1997-2001, y las Leyes de Presupuestos Generales del Estado para 1997,
1998, 1999, 2000 y 2001, en sus correspondientes preceptos referidos a dichos
porcentajes. :

El Tribunal Constitucional ha dictado cuatro Autos acogiendo los menciona-
dos desistimientos. De tales resoluciones, tres se hallaban ya resefiadas en el
Boletin Oficial del Estado al cierre del presente Informe: un Auto de 7 de mayo
de 2002 (BOE de 21 de mayo), en relacién con el desistimiento instado en el
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Recurso de Inconstitucionalidad contra la Ley de Presupuestos Generales del
Estado para 2001, y dos Autos de 21 de mayo de 2002 (ambos incluidos en el BOE
de 4 de junio de 2002), aceptando los desistimientos en los Recursos contra las
Leyes de Presupuestos Generales del Estado para 1999 y para 2000, respectiva-
mente. En cuanto a los cinco Recursos de Inconstitucionalidad restantes, el desis-
timiento de la Junta de Extremadura ha sido declarado mediante Auto de 4 de
junio de 2002, atin no publicado en el Boletin Oficial del Estado al término de este
trabajo, pero notificado al Senado con fecha de 11 de junio.

Actividad institucional

A lo largo de 2002 siguieron generindose nuevos acontecimientos en la polé-
mica surgida en 2001 a propésito de la puesta en marcha de la television regional.
Conviene recordar en este sentido que, ante la imposibilidad de procederse a la
designacién del Consejo de Administracién de la Empresa Pidblica «Corporacién
Extremefia de Medios Audiovisuales» prevista en la Ley 4/2000 de la Asamblea
de Extremadura, por la negativa del PP en una materia para la que la legislacién
estatal requiere una mayoria reforzada de 2/3 del legislativo autonémico, la Junta
de Extremadura habia optado en 2001 por una férmula alternativa. En primer
lugar, la firma de un Protocolo de Intenciones con la Junta de Andalucia para la
recepcién de Canal Sur en el territorio extremefio, y en segundo lugar, la contra-
tacién con empresas privadas tanto de la distribucién de la sefial televisiva de la
emisora andaluza en Extremadura como de la elaboracxon de horas de programa-
cién propia.

A tal fin se convocaron y adjudicaron por el Ejecutivo regional dos concursos
publicos, que recayeron en Retevision en cuanto a la distribucién de la sefial, y en
la Productora Extremeiia de Television, S.A. (PETSA), con participacion mayori-
taria del Grupo Prisa, en cuanto a elaboracién de programas propios. Pero tanto
el Protocolo de Intenciones con Andalucia como la convocatoria y adjudicacién
de los dos concursos dieron lugar a diversas impugnaciones jurisdiccionales en
2001, de las que en dicho afio sélo quedé resuelta la demanda por vulneracién de
derechos fundamentales formulada por IU ante la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura contra la adju-
dicacién a PETSA de la programacién extremefia, que dio lugar a un fallo anula-
torio de dicha adjudicacién, pero que no llegé a ejecutarse ante la falta de depési-
to de la fianza exigida a causa del recurso que la Junta de Extremadura promovié
contra la Sentencia ante el Tribunal Supremo.

Por su parte, el Ministerio de Ciencia y Tecnologia formul6 cuatro recursos
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Extremadura, dos contra la convocatoria de los concursos para la distribucién
de la sefial televisiva y para la elaboracién de programas propios, y otros dos con-
tra las resoluciones de ambos concursos. Y ademis, el propio Ministerio de Cien-
cia y Tecnologia, por un lado, y el Partido Popular, por otro, impugnaron ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional el Protocolo de
colaboracién firmado por los Presidentes extremefio y andaluz.
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Pasando ya a los acontecimientos acaecidos en 2002, el Tribunal Superior de
Justicia de Extremadura accedié, mediante Auto fechado el 14 de marzo, a la peti-
cién del Ministerio de Ciencia y Tecnologia de suspender los concursos y las
adjudicaciones efectuadas por la Junta de Extremadura a favor de Retevisién y
PETSA. El recurso de siplica articulado el 22 de marzo por el Ejecutivo autoné-
mico fue desestimado el 2 de abril, en tanto que otro Auto del mismo 6rgano
jurisdiccional rechazaba la recusacién formalizada por la Junta extremefia contra
el magistrado ponente del proceso seguido respecto a la televisién regional.

Simultdneamente, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia
Nacional, en un Auto conocido también en abril, denegé la suspensién de la eje-
cucién del Protocolo suscrito entre Andalucia y Extremadura. A la vista de ello,
la Junta extremeiia solicit6 al Tribunal Superior de Justicia de la regién que preci-
sara a qué 6rgano judicial habia de obedecerse, por considerar incompatibles los
pronunciamientos de dicho Tribunal y de la Audiencia Nacional, al tiempo que
requeria la acumulacién ante esta Gltima de todos los procesos relacionados con
la television regional para evitar ulteriores decisiones contradictorias.

No obstante, el 18 de mayo el Tribunal Superior de Justicia ratifica el acuerdo
de suspensidn, y adopta una providencia concediendo plazo para poner término
a las emisiones. Como consecuencia, el 25 de junio el Vicepresidente de la Junta
de Extremadura anuncia el final de la transmisién televisiva, la Productora
PETSA concluye el dia siguiente la difusién de contenidos extremefios, mientras
que el fundido en negro tiene lugar a las cero horas del dia 28 de junio. Ya en julio,
la Audiencia Nacional rechazé la acumulacién de todos los recursos judiciales
contra Canal Sur Extremadura, y decidié que s6lo resolveria los presentados por
el Ministerio de Ciencia y Tecnologia y el PP de Extremadura frente al Protocolo
firmado por los dos Presidentes autonémicos.

Con posterioridad, se producen contactos entre la Junta de Extremadura, el
PSOE e IU, que culminan, tras varias reuniones, en un principio de acuerdo para
poner en marcha una televisién piblica autonémica. Los principales puntos de
coincidencia se centran en la reffc))rma de la Ley de 2000 sobre Creacién de la
Corporaciéon Extremefia de Medios Audiovisuales, para introducir reglas que
garanticen la representacién en el Consejo de Administracién del Ente televisivo
a todos los grupos, respetando el equilibrio de fuerzas de la Asamblea de
Extremadura, y la exigencia del apoyo de al menos dos grupos para la eleccién del
Director. Ademds de anunciar la elaboracién de una lista conjunta para el Consejo
de Administracién del referido érgano, las dos fuerzas invitaban al PP a sumarse
a la iniciativa, cuyo lider expresaba poco después su opcidén por una televisién
regional, pablica y analégica.

Otro de los puntos de atencién en la dindmica institucional del afio giré en
torno a la controversia ligada al rechazo del Consejo General del Poder Judicial,
por segunda vez, a la terna de juristas que presenté la Asamblea de Extremadura
para la designacién de un magistrado de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal
Superior de Justicia. Tal y como se anticipaba en el Informe correspondiente a
2001, el Consejo General devolvi ya a principios de 2002 la terna, aunque con la
discrepancia de los vocales del Consejo designados a propuesta del PSOE y del
vocal que lo fue a propuesta Izquierda Unida, no séﬁ)o por consideraciones de
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estricta legalidad, sino porque ello suponia, a juicio de este sector del Consejo
General, la apertura de un conflicto institucional innecesario con la Asamblea de
Extremadura como érgano donde radica la voluntad popular.

El 28 de enero, la Asamblea legislativa extremefia adopt6 una resolucién en la
que rechazaba la actuacién del Consejo General del Poder Judicial, reivindicaba
su competencia exclusiva de propuesta de la terna de juristas de reconocido pres-
tigio e instaba del referido érgano la reconsideracién de lo actuado, llamamiento
que no encontré respuesta del Consejo General. Por su parte, el Presidente de la
Asamblea de Extremadura solicité en febrero la mediacién del Rey, quien poco
después decliné intervenir al estimar que existen vias en el ordenamiento para
encauzar la cuestidén, mostrando al tiempo el agradecimiento por la solicitud y el
deseo de un pronto y total entendimiento entre ambas instituciones. No obstan-
te, el procedimiento para la designacién de una nueva terna ha sido puesto nue-
vamente en marcha por Acuerdo de la Mesa de la Asamblea extremeiia de 17 de
noviembre, cuya culminacién antes de las elecciones de mayo de 2003 con la apro-
bacién de los tres candidatos se considera segura.

Por tltimo, y también en el terreno de los acontecimientos institucionales de
interés, resulta obligada la mencidn al proceso de reflexién, discusién y debate
desarrollado a lo largo del afio en la Comunidad Auténoma para articular una res-
puesta legislativa a la integracidn del ocio en la convivencia, y en particular a la
problematica del consumo abusivo de bebidas alcohélicas por los jévenes en fin
de semana, con el propésito de atajar sus efectos nocivos sobre toda la sociedad y
promover politicas que alejen a la juventud de un tipo de ocio basado en el con-
sumo de alcohol. En esta linea, la Administracién regional ha impulsado una
amplia campafia de didlogo y participacién de todos los sectores sociales, con la
intervencién del Consejo de la Juventud, sindicatos, asociaciones de padres de
alumnos, medios de comunicacidn, profesionales de la salud y la educacién, poli-
cfa, diversos expertos, etc., a través de encuestas, cuestionarios y encuentros, entre
los que sobresalié la celebracién del Foro «Jévenes y Futuro».

La informacién y las propuestas surgidas del citado proceso de reflexién y dié-
logo fueron recogidas por la Junta de Extremadura en un Proyecto de Ley de
Convivencia y Ocio que, tras ser sometido al trimite de informacién piblica y
haberse reunido nuevas aportaciones de los diversos sectores sociales implicados,
fue aprobado por el Consejo de Gobierno el 26 de diciembre y remitido a la Asam-
blea legislativa extremefia. Los grupos de la oposicién han mostrado su apoyo en
lineas generales al texto del proyecto, y piden que se consenstie su contenido a lo
largo del trdmite parlamentario. El PP estima que se contienen en él medidas muy
positivas, como la educacién para la salud en los colegios, la creacién de espacios
de ocio, y la inspeccién y los controles en la venta de alcohol, mientras que TU
aboga por la prevencién en los centros educativos y el didlogo con los colectivos
juveniles, La tramitacién y debate del referido Proyecto de Ley en el seno de la
Asamblea de Extremadura se convierte asi en uno de los asuntos que protagoni-
zaran la agenda del legislativo regional durante 2003.
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Modificaciones administrativas importantes

2002 ha sido un afio de profunda renovacién en la normativa reguladora del
ejecutivo y la organizacién administrativa regionales, que encabeza la ya citada
Ley 1/2002, de 28 de febrero, del Gobierno vy la Administracion de la Comunidad
Auténoma de Extremadura. Pero las novedades no se han limitado al escal6n
legal, extendiéndose también al desarrollo reglamentario de algunos aspectos rele-
vantes de la propia Ley 1/2002, como ha sido la regulacién en detalle de la
Comisién de Secretarios Generales, a lo que hay que afiadir la aprobacién de dis-
posiciones, también de indole reglamentaria, sobre acceso a la funcidn piblica
autondémica por parte de extranjeros, en aplicacién de la libertad comunitaria de
circulacién de personas y de los principios contenidos en la Ley orgénica sobre
derechos y libertades de los extranjeros en Espafia.

La Ley 1/2002, del Gobierno y la Administracién de la Comunidad
Auténoma, reemplaza a la anterior Ley de 1984 para adaptar la regulacién legal
de la organizacién y el funcionamiento de los 6rganos ejecutivos regionales a las
reformas introducidas en el Estatuto de Autonomia, a la legislacién bisica estatal |
vigente desde la década de los noventa sobre régimen juridico de las Admi-
nistraciones publicas y procedimiento administrativo comiin, asi como al creci-
miento de la Administracién autonémica ante la asuncién de nuevas y relevantes
competencias por parte de la Comunidad extremefia.

La Ley de 2002 regula de forma conjunta el Gobierno de la Comunidad Auté-
noma y la organizaciodn, régimen juridico y funcionamiento de la Administracién
regional. De entre sus nuevas aportaciones, cabe subrayar la ordenacién de las
relaciones del Presidente de la Junta con la Asamblea de Extremadura, funda-
mentalmente en lo relativo al procedimiento de eleccién del propio Presidente
autonémico y la incorporacién de la potestad de éste para disolver la Cimara
legislativa extremefia, de acuerdo con las previsiones introducidas en el Estatuto
de Autonomia a raiz de su reforma en 1999. Asimismo, se establece un régimen
mis detallado para figuras como el Vicepresidente o Vicepresidentes, cuando exis-
tan, y se incorporan a la Ley otros 6rganos antes sujetos inicamente a normas
reglamentarias, como ocurre con la Comisién de Secretarios Generales.

Son innovaciones de relevancia en el nuevo texto legal la configuracién del
procedimiento de elaboracién de las disposiciones de caricter general, en la que
sobresale la exigencia del informe de impacto de género, y las reglas sobre Srga-
nos colegiados, los convenios administrativos y el régimen juridico de los orga-
nismos piiblicos, superando el vacio anteriormente existente en el ordenamiento
de la Comunidad Auténoma sobre estas cuestiones. La Ley introduce también
previsiones acerca de la potestad sancionadora y la responsabilidad de la Admi-
nistracién autondmica ajustadas a la legislacién basica estatal aplicable a ambas
materias, da entrada a la utilizacién de medios informiticos y telemdticos, y aco-
mete la racionalizacién de los procedimientos administrativos, regulando la dura-
cién de éstos y el silencio administrativo.

En desarrollo de la nueva Ley sobre el Gobierno y la Administracién autoné-
micos, el Decreto 47/2002 ha regulado el detalle la Comisién de Secretarios
Generales, 6rgano preparatorio de las deliberaciones del Consejo de Gobierno de
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la Junta de Extremadura y de los asuntos que se sometan a la consideracién de éste
por la especial relevancia de los mismos o por afectar a varias Consejerias.
Disciplina el Decreto la composicién de la Comisién (incluyendo dentro de ella
al Vicepresidente, o Vicepresidente primero si hubiera varios, ademis de a los
propios Secretarios Generales), la constitucién del 6rgano, el régimen y las actas
de las sesiones, la posible asistencia a ellas de otras autoridades o funcionarios de
la Junta de Extremadura, la convocatoria, el orden del dia y el desarrollo de las
reuniones, asi como la clasificacién y documentacién de asuntos.

Ya a finales de afio, se aprobé otra de las disposiciones que entrafian modifi-
caciones administrativas de interés, el Decreto 170/2002, de 17 de diciembre,
sobre el acceso al Empleo Piblico de la Administracion de la Comunidad
Auténoma de Extremadura de cindadanos de otros Estados a los que sea aplicable
el derecho a la libre circulacién de trabajadores, y de ciudadanos extranjeros resi-
dentes en Espafia. Sus preceptos van referidos a los nacionales de los demis Es-
tados miembros de la Unién Europea, a aquellas personas que en general se
encuentren incluidas en el 4mbito de aplicacion de la libre circulacién de trabaja-
dores, asi como a los ciudadanos extranjeros que residan legalmente en territorio
espafiol, a tenor de lo sefialado en el articulo 10 de la Ley Organica 4/2000, de 11
de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en Espaiia, en la redac-
cién dada por la Ley Organica 8/2000, de 22 de diciembre.

El criterio ordenador bésico del Decreto se cifra en el principio de acceso en
condiciones de igualdad tanto a puestos de trabajo de personal funcionario como
de personal laboral en la Administracién autondémica. A tal fin, se establecen las
reglas para concretar los puestos de personal funcionario o laboral que quedan
reservados a nacionales espafioles, remitiéndose la cuestién a las relaciones de
puestos de trabajo, si bien la propia norma prescrxbe con caricter general los tipos
de funciones que daran lugar a la reserva: inspeccién, instruccién y resolucién de
expedientes sancionadores, participacién en la potestad expropiatoria, adminis-
tracién financiera y tributaria, tesoreria, auditoria, fiscalizacién econémico-con-
table y cualquier otra relacionada con la gestién y custodia de caudales publicos,
tutela de organismos dependientes de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma, secretaria de 6rganos colegiados y los que impliquen el otorgamiento de la
fe pliblica registral, desarrollo de actividades de elaboracién de actos juridicos, de
ejecucién de los mismos y de control de dicha ejecucién, asi como cualesquiera
otros de similar naturaleza a los enumerados, y todos aquellos que lleven apare-
jado el reconocimiento de la condicién de autoridad piblica.

Se determinan, ademds, los requisitos de participacién de quienes se encuen-
tren dentro del dmbito de aplicacién de la norma en las pruebas de acceso a los
correspondientes puestos, junto con la forma de acreditar el conocimiento del
espafiol a tales efectos. Y se fijan los supuestos de pérdida de la condicién de fun-
cionario o de personal laboral, relacionados con la pérdida de la nacionalidad, del
vinculo de parentesco que motive la sujecién al Decreto, o de la residencia legal
en Espaiia.



ACTIVIDAD INSTITUCIONAL

Composicién de la Asamblea Legislativa por Grupos Parlamentarios

Total Diputados: 65
Composicién por Grupos a 1-1-2002:
Socialisia: 34
Popular: 28
Mixto: 3 diputados, de la Coalicién Izqmerda Unida

Estructura del Gobierno

A 1 de enero de 2002:
Presidente: Juan Carlos Rodriguez Ibarra (PSOE)
Vicepresidente y Portavoz de la Junta: Carlos Sinchez Polo (PSOE)

Nimero de Consejerfas: 10 (ademis de la Presidencia de la Junta, en cuya
estructura se integra la Vicepresidencia)

Presidencia: Maria Antonia Trujillo Rincén (PSOE)

Trabajo: Violeta E. Alejandre Ubeda (PSOE)

Agricultura y Medio Ambiente: Eugenio Alvarez Gémez (PSOE)
Bienestar Social: Ana Garrido Chamorro (PSOE)

Economia, Industria y Comercio: Manuel Amigo Mateos (PSOE)
Vivienda, Urbanismo y Transportes: Javier Corominas Rivera (PSOE)

Educacién, Ciencia y Tecnologia: Luis Millin Vizquez de Miguel (Inde-
pendiente)

Cultura: Francisco Mufioz Ramirez (PSOE) '
Obras Piblicas y Turismo: Eduardo Alvarado Corrales (Independiente)
Sanidad y Consumo: Guillermo Fernindez Vara (PSOE)

A 31 de diciembre de 2002: sin cambios
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Tipo de Gobierno

~ Por apoyo parlamentario: mayoritario

Partidos y niimero de Diputados que lo apoyan: PSOE (34 Diputados)
Composicién del Gobierno: homogéneo (PSOE)

Cambios en el Gobierno

No ha habido

Investidura, mocién de censura y cuestién de confianza

No ha habido

Debates y resoluciones parlamentarias aprobadas

Interpelaciones sustanciadas: 26
Preguntas orales (con respuesta):
En Pleno: 36
Al Presidente: 21
En Comisién: s. d.
Preguntas escritas (presentadas): 227
Mociones subsiguientes a interpelaciones aprobadas: 0
Proposiciones no de ley aprobadas:
En Pleno: 28
En Comisién: 2
Resoluciones sobre debates generales aprobadas: 7
Leyes aprobadas: 12

Debates y resoluciones mds importantes

De los debates celebrados en la Asamblea de Extremadura durante 2002, pue-
den destacarse los siguientes: '

A) Debate sobre la orientacion politica general de la Junta de Extremadura. A
lo largo del mismo, el Presidente autonémico propuso cincuenta y cuatro medi-
‘das con incidencia en todos los sectores econdmicos y sociales de f;. regién, espe-
cialmente en los 4mbitos de la sanidad, la educacién y la fiscalidad, la modulacién
vinculada al empleo de las ayudas agrarias, el ejercicio de la capacidad normativa
sobre los impuestos cedidos por el Estado, el fomento de la contratacién de muje-
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res, la adopcién de medidas para atraer empresas de sectores en implantacién, asi
como para la vertebracion del territorio a través de las infraestructuras estatales
(Nacional V, Nacional 630, Tren de Alta Velocidad), de planes regionales para la
construccién de nuevas Autovias que conecten las zonas de Las Vegas Altas y La
Vera con las carreteras y autovias estatales, y de carreteras transversales. La opo-
sicién criticé al Ejecutivo por opacidad, por ausencia de iniciativa, y por la falta
de inversién de sumas disponibles equivafentes a 450 millones de euros.

El debate trajo como consecuencia la aprobacién de 7 resoluciones: la 78/V,
por la que la Asamblea se solidariza con los trabajadores de la Empresa de pro-
duccién cerimica Waechtersbach, a propuesta del Grupo Parlamentario Mixto
(Diputados de Izquierda Unida); y las restantes a propuesta del Grupo Par-
lamentario Socialista (PSOE-Nueva Izquierda): la 79/V, «una idea de Espafia»; la
80/V, «crear riqueza para redistribuir mejor»; la 81/V, «educar para la ciudada-
nia»; la 82/V, «salud y bienestar social»; la 83/V, «Administracién al servicio de
los ciudadanos», y la 84/V, «las nuevas tecnologias».

De entre todas ellas, resulta de particular interés la nimero 79/V, «una idea de
Espafia», en la que se aborda el reparto de tareas y la relacién arménica entre las
diterentes Administraciones publicas para acercar las decisiones al ciudadano y
ofrecerle servicios de la mayor calidad. La Resolucién aboga por el didlogo, la
participacién y la cooperacién entre las distintas Administraciones e insta a las
tuerzas politicas y a los diversos 6rganos competentes a reformar el Senado para
convertirlo en una auténtica Cimara de representacidn territorial, a establecer la
Conferencia de Presidentes Autonémicos que asegure un didlogo fluido entre las
diferentes Comunidades Auténomas y entre éstas y el Gobierno central, a ins-
taurar las Conferencias Sectoriales Horizontales que permitan celebrar sesiones a’
las diferentes Consejerfas autonémicas sin necesidad de ser convocadas por el
Gobierno, y a garantizar la autonomia municipal traspasando nuevas competen-
cias en condiciones de saneamiento econémico y de permanencia en el tiempo de
su correcta financiacién.

Igualmente, cabe resaltar la Resolucién 81/V, «educar para la ciudadania», en la
que la Cédmara legislativa extremefia acuerda mostrar su rechazo al procedimiento
opaco y secretista con el que la Administracién Central estd tratando de tramitar
la Ley de Calidad de la Ensefianza, rechazar la duplicidad de pruebas para acceder
a la Universidad por reaccionaria y porque impide garantizar la igualdad de todos
los alumnos independientemente del territorio del que procedan, exigir al Mi-
nisterio de Educacién el establecimiento de cauces de didlogo con la comunidad
educativa y las Autonomias para negociar reformas que afectan a servicios transfe-
ridos, y apoyar a la Junta de Extremadura en la introduccién y desarrollo de la
Intranet extremefia, con la previsién de un ordenador por cada dos alumnos en los
institutos de nueva construccién y paulatinamente en todos los centros escolares,
asi como en la implantacién de la ensefianza del inglés a los 4 afios durante el curso
2002/2003 y a los 3 afios durante el curso 2003/2004. '

B) Debate de Presupuestos: tras dfa y medio de deliberaciones e intervencio-
nes, el Grupo Socialista rechazé las 559 enmiendas presentadas por el PP e IU.
Estas dos fuerzas reclamaron nuevos mecanismos que garanticen el adecuado
control de las cuentas de la Comunidad Auténoma, proponiéndose por Izquierda
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Unida que las modificaciones presupuestarias de cierta cuantia se sometan a la
autorizacién de la Asamblea extremefia. Por su parte, los socialistas defendieron
las cuentas elaboradas por la Junta de Extremadura, y lamentaron que la oposi-
cién presente cada afio enmiendas a la totalidad que en rigor no afectan a porcio-
nes significativas del articulado, criticando la falta de alternativas. Como ya se ha
sefialado, el presupuesto para el afio 2003 asciende a 3.591,6 millones de euros, el
mis alto hasta el momento debido al traspaso de los servicios sanitarios.

En el capitulo de resoluciones, ademis de las aprobadas a consecuencia del
debate de orientacidén general, se ha de subrayar la presentacién y, en su caso,
aprobacién de varias Proposiciones no de ley.

Asi, en primer lugar, la ya citada Resolucién 77/V, relativa al rechazo, por el
Consejo General del Poder Judicial, de la terna para la designacién de un Magis-
trado de la Sala de lo Civil y Penal del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura
acordada por el Pleno de la Asamblea de Extremadura (BOAE 231, de 20 de febre-
ro). El legislativo regional reclama su exclusiva competencia de propuesta de la
mencionada terna de juristas, deplora la incorrecta actuacién del Consejo General
del Poder Judicial por haber incumplido en dos ocasiones su obligacién de efec-
tuar la designacién, rechaza y considera ilegal esta reiterada conducta omisiva del
Consejo General que la despoja de su potestad de participar en la referida desig-
nacidn, insta a este érgano para que reconsidere lo actuado, y proclama que lo que
estd en juego es la administracion de justicia y la tutela del derecho de los ciuda-
danos al acceso a la justicia.

También cabe recordar la Resolucién 92/V (BOAE 272, de 16 de mayo), adop-
tada a propuesta del Grupo Parlamentario Socialista (PSOE — Nueva Izquierda),
con enmiendas del propio Grupo Socialista y los Diputados de Izquierda Unida
del Grupo Mixto, por la que la Asamblea manifiesta su decidido apoyo al Plan de
Empleo Rural (PER), rechaza cualquier modificacién del sistema de proteccién
soctal que hasta el momento venia cumpliendo tal funcién de cobertura, y exige
del Gobierno de la Nacién la negociacién de una serie de medidas tendentes a
paliar el desempleo que afecta a los trabajadores eventuales del campo y a mejo-
rar las condiciones de vida de los mismos, contemplando al menos las 51gu1ente5'
equiparacion del subsidio agrario al Salario Minimo Interprofesional, garantia de
dos meses de empleo piiblico con cargo a los fondos del AEPSA, y que dichas
peonadas se consideren vilidas para el subsidio de desempleo agrario. Al propio
tiempo, la Resolucién incluye el compromiso de utilizacién de todos los medios
constitucionales y estatutarios para impedir que el Gobierno central siga degra-
dando los niveles actuales de cobertura e inversién en Extremadura.

A este mismo grupo de cuestiones fueron referidas las Resoluciones 96/V y
97/V,, subsiguientes a las Proposiciones no de ley 269/V y 271/V, por las que se
insta al Gobierno Central a retirar, respectivamente la propuesta contenida en el
documento «Medidas de Reforma de la Proteccién por Desempleo y de la Ley
Bisica de Empleo», y la propuesta de reestructuracion del sistema de proteccién
social, haciendo un nuevo llamamiento al Ejecutivo de Madrid para abrir un pro-
ceso de negociacién con los Sindicatos encaminado a la mejora del empleo y de la
cobertura social en Espafia (las dos en el BOAE 283, de 19 de junio).
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Ya en relacién con la reforma laboral efectivamente aprobada por el Gobierno
central, la Resolucién 105/V, subsiguiente a la Proposicién no de ley 279/V
(BOAE 311, de 17 de octubre), insta a aquél a retirar las medidas incluidas en el
Decreto-ley publicado el 25 de mayo de 2002 relativas al subsidio agrario que per-
ciben los trabajadores del campo de Extremadura y Andalucia, y adopta el acuer-
do de que la Asamblea inicie los trimites necesarios para la interposicién del Re-
curso de Inconstitucionalidad contra el mencionado Decreto-ley, si bien la tGnica
impugnacién formulada en este sentido durante 2002 fue la que planteé el Consejo
de Gobierno de la Junta extremefia en julio, segin quedé dicho en el apartado
sobre conflictividad.

En materia educativa, la Resolucién 99/V, subsiguiente a la Proposicién no de
ley 255/V (BOAE 291, de 2 de julio) solicita al Ministerio de Educacién que
reconsidere el documento denominado «Bases para una Ley de Calidad de la
Educacién» e inicie un proceso de consulta y de debate acerca de las necesidades
de la LOGSE, con la participacién de toda la comunidad educativa y de la Junta
de Extremadura, inspirado en los siguientes principios: la calidad y la equidad
como pautas basicas de la reforma del sistema educativo, la escolarizacién obliga-
toria y gratuita hasta los 16 afios, el caricter irrenunciable del concepto de aten-
cién a la diversidad, la no segregacién del alumnado de la secundaria obligatoria,
la corresponsabilidad y participacién de todos los sectores educativos, y una
financiacién adecuada que suponga la inclusidn en los Presupuestos de Educacién
de fondos hasta llegar al 5,12 % del PIB, media dedicada por los paises de ]a UE.

En relacién con la Presidencia espafiola de la Unién Europea, la Asamblea
adopté la Resolucién 93/V subsiguiente a la Proposicién no de ley 245/V (BOAE
278, de 3 de junio), en la que solicitaba del Gobierno que promoviera durante la
referida Presidencia las medidas necesarias para alcanzar una Unién Europea miés
comprometida con los derechos humanos, mis abierta y tolerante, més influyen-
te en la Comisién de Derechos Humanos de la ONU, mais ligada a Latinoamérica,
mis volcada hacia Africa, mis cercana al Mediterrineo, més decidida a restablecer
la dimensién de los derechos humanos en el debate sobre el asilo, mis transpa-
rente en la exportacién de armas y més responsable como potencia econémica.

En el contexto de la polémica televisiva a la que anteriormente se hizo mencién,
la Asamblea extremefia aprobd, a propuesta del Grupo Socialista-Nueva Izquierda
(BOAE 258, de 17 de abril), la Resolucién 90/V subsiguiente a la Proposicién no
de ley 254/V, por la que el legislativo regional manifiesta su apoyo a los mis de 100
trabajadores de la Productora Extremefia de Televisién, S.A. (PETSA), e insta ade-
mis al Gobierno de la Nacién, al Partido Popular y a Izquierda Unida a retirar los
recursos presentados contra la adjudicacién de las emisiones y la distribucién de la
seftal de Canal Sur Extremadura, y a todos los Grupos Politicos de la Cimara a
consensuar la puesta en marcha del Consejo de Administracién previsto en el arti-
culo 4 de la Ley 4/2000, de Creacién de la Empresa Piblica «Corporacién
Extremeifia de Medios Audiovisuales». '

En cambio, la Asamblea rechazd la Proposicién no de ley 155/V (BOAE 252, de
1 de abril) presentada por los Diputados de Izquierda Unida en el Grupo Mixto, en
la que se instaba a la Junta de Extremadura y al Gobierno de la Nacién a presentar
ante la Asamblea de Extremadura un estudio acerca de la conveniencia de que la
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Comunidad Auténoma asuma las competencias en materia penitenciaria, y a lle-
var a cabo una serie de actuaciones para mejorar las condiciones de los reclusos.

Lo que si aprobé el Pleno de la Cimara, en sesién celebrada el dia 21 de marzo
de 2002 (BOAE 252, de 1 de abril), fue la interposicién del ya aludido Recurso de
Inconstitucionalidad contra la Ley Orgénica 6/2001, de 21 de diciembre, de Uni-
versidades, y en concreto respecto a los siguientes preceptos: articulos 4.1.b) y
disposicién adicional primera en lo que guarda conexién con el articulo anterior;
10.1 parrafo segundo; 11.2; 15.2 in fine («Ademads, seran miembros del Consejo de
Gobierno tres miembros del Consejo Social, no pertenecientes a la propia comuni-
dad universitaria»); 19; 42.3; 43.1; y 51, asi como los articulos 58.3 y 59.3 en rela-
cién con el anterior (en la expresion «sélo en aquellas dreas de conocimiento que
establezca el Gobierno previo informe del Consejo de Coordinacion Univer-
sitaria»); 57 y concordantes (articulos 58 a 60; 62 y 63 a 66, que traen causa de
aquél); 63.1 in fine («<la plaza deberd proveerse en todo caso, siempre que haya con-
cursantes a la misma»); 72.2; disposicién adicional cuarta, apartado 2, en su inci-
so final, y disposicién transitoria segunda, en su apartado 1, asi como aquellos
otros articulos que por conexidn con los anteriores pudieran resultar contrarios
al bloque de la constitucionalidad.

En cuanto a las comisiones de investigacién, la creada en 2001 para el estudio
de las subvenciones y ayudas de la Politica Agraria Comuin present6 su Dictamen
en junio de 2002, acompafiado de dos Votos Particulares formulados, respectiva-
mente, por el Grupo Parlamentario Popular y el Grupo Mixto, Diputados de
Izquierda Unida (BOAE 288, de 26 de junio). El Dictamen se halla, no obstante,
pendiente atin de debate y votacién en el Pleno de la Cimara.

Asimismo hay que dejar constancia de las solicitudes de creacién de sendas Co-
misiones de Investigacién' por parte del Grupo Popular, ambas inadmitidas por la
Asamblea extremefia. Una de ellas tenia por objeto el estudio de las ayudas (présta-
mos subvencionados) concedidas en virtud del Decreto 124/1995, de 5 de septiem-
bre (solicitud, BOAE 231, de 1 de febrero; rechazo por el Pleno, BOAE 238, de 22
de febrero). Por su parte, la segunda Comisién postulada habria venido referida al
andlisis de las circunstancias anteriores, coetineas y posteriores a la aprobacién de la
Ley 4/2000, de 16 de noviembre, por la que se crea la Comisién Extremefia de Me-
dios Audiovisuales, y a la puesta en marcha de las emisiones de Canal Sur Extre-
madura (solicitud, BOAE 253, de 5 de abril; rechazo, BOAE 263, de 2 de mayo).

Por ultimo, el Pleno de la Asamblea de Extremadura adopt6 el 12 de diciem-
bre el acuerdo de no tomar en consideracién la Proposicién de ley presentada por
los Diputados de Izquierda Unida para la regulacién del Estatuto de Capitalidad
de la Ciudad de Mérida, tal y como se refirié al inicio del presente Informe.

Reformas del Reglamento parlamentario

No se produjo en 2002 ninguna modificacién del Reglamento de la Cdmara,
pero debe anotarse la Resolucién de la Presidencia de la Asamblea legislativa
regional sobre el procedimiento de designacién de Consejeros electivos del
Consejo Consultivo de Extremadura (BOAE 253, de 5 de abril de 2002).
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Se prevé en ella que para cubrir la cuota de tres Consejeros cuya seleccién por
mayorfa absoluta corresponde al legislativo extremefio, de los cinco electivos que
sean juristas de reconocido prestigio con al menos diez afios de experiencia pro-
fesional, residentes en la Comunidad Auténoma de Extremadura y con la condi-
cién politica de extremefios, todo ello de conformidad con el articulo 4.2 de la
Ley 16/2001, de 14 de diciembre, del Consejo Consultivo de Extremadura, el
procedimiento ser el siguiente: cada Grupo Parlamentario podri proponer hasta
un miximo de tres candidatos que reinan las condiciones legalmente exigidas,
adjuntando el curriculum profesional de cada uno de ellos, todo dentro de un
plazo de presentacién que gjaré la Mesa de la Cdmara. La Mesa, tras verificar que
los candidatos cumplen los requisitos legales, elaborara una lista unica en la que
por orden alfabético figuren aquéllos que hayan sido propuestos y el Grupo
Parlamentario proponente. La votacién serd secreta, y cacEt Diputado podri sefia-
lar el nombre de hasta tres de los candidatos presentados, recayendo la designa-
cién en los mds votados de entre quienes alcancen al menos la mayoria absoluta
de la Cémara. Se prevé una segunda votacién si en la primera no resultasen selec-
cionados tres Consejeros.

Instituciones similares al Consejo Consultivo,
Tribunal de Cuentas y Defensor del Pueblo

En 2002 ha tenido continuidad la linea de implantacién del Consejo Consultivo
de la Comunidad Auténoma que se inicié en 2001 con la aprobacién de la Ley
reguladora de este 6rgano. En enero se crearon dos puestos de Letrado en la insti-
tucién, con las mismas caracteristicas y retribuciones que los Letrados de la Junta
de Extremadura. Y, ya a final de afio, se han designado los tres Consejeros electi-
vos cuya seleccién corresponde a la Asamblea extremeiia, resultando elegidos un
Catedritico de la Universidad de Extremadura, un Magistrado y un Abogado.

A todo ello se suma la firma del ya citado convenio entre la Junta de Extre-
madura y la Diputacién de Badajoz para la rehabilitacién de un inmueble provin-
cial enla capitafpacense destinado al Consejo Consultivo, asi como la insercién en
la Ley regional de Presupuestos de los correspondientes a esta nueva institucién,
cuya entrada en funcionamiento se espera que tenga lugar en 2003.

Siguen sin existir en Extremadura las figuras del Tribunal de Cuentas o el De-
fensor del Pueblo autonémicos.



